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Resumen

En este trabajo se caracteriza a la actividad administrativa de promoción des-
de un enfoque teórico-doctrinal, a partir de tres análisis principales. En primer 
orden se estudian las diferentes posiciones doctrinales en torno a la actividad 
administrativa de promoción, con particular énfasis tanto en las construcciones 
conceptuales esbozadas en varios sectores de la doctrina iberoamericana como 
España, Argentina y Brasil, como en los aportes realizados por los iusadminis-
trativistas cubanos en ese sentido, a través de las distintas etapas de la histo-
ria jurídica cubana. La segunda idea desarrollada se refiere a la denominación 
conceptual de la actividad administrativa de promoción, donde se argumenta, 
sobre la base de una exposición de las principales denominaciones, en cuál de 
todas, semánticamente, encuadra de forma precisa y flexible el significado tanto 
intencional como extensional de la definición de la actividad administrativa de 
promoción. Por último, a partir de una definición propia, se hace un análisis de 
los elementos componentes de su noción jurídica, desde un plano teórico, pero, 
además, normativo, sobre la base de la verificación de tales elementos en el or-
denamiento jurídico cubano. 

Palabras claves: actividad administrativa de promoción; denominación de la 
actividad administrativa de promoción; definición de la actividad administrativa 
de promoción.
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Abstract 

In this work, the administrative activity of promotion is characterized from 
a theoretical-doctrinal approach, based on three main analyses. Firstly, the 
different doctrinal positions regarding the administrative activity of promotion 
are studied, with particular emphasis on both the conceptual constructions 
outlined in various sectors of Ibero-American doctrine such as Spain, Argentina 
and Brazil, as well as on the contributions made by the Cuban administrative 
law in that sense through the different stages of Cuban legal history. The second 
idea developed refers to the conceptual denomination of the administrative 
activity of promotion, where it argues, on the basis of an exposition of the main 
denominations, which of all is the one that, semantically, frames in a precise 
and flexible way the meaning both intentional as extensional of the definition 
of the administrative activity of promotion. Finally, based on its own definition, 
an analysis is made of the component elements of its legal notion, from a 
theoretical level, but also normative, based on the verification of such elements 
in the Cuban legal system.

Keywords:  administrative activity of promotion; denomination of the 
administrative activity of promotion; definition of the administrative activity of 
promotion.
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1. INTRODUCCIÓN

El poder público es la forma de poder que más intensamente dinamiza y se 
proyecta en las relaciones sociales, bajo diversas formas que en el devenir 
histórico se identifican con la noción de lo que se conoce como Estado.1 El 

1	  Así queda sintetizado, además, por Carl Schmitt cuando expresa que: “Estado y poder público 
son la misma cosa. No hay Estado sin poder público, ni poder público sin Estado”. Schmitt, 
Carl, Teoría de la Constitución p. 106.
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Estado, entonces, es una forma de organización del poder público, cuyo ejerci-
cio realiza a través de determinadas funciones2 o poderes,3 y por intermedio de 
determinados órganos para dar cumplimiento a los fines que le son propios.4

Entre todas las funciones que tiene el Estado, la más amplia y diversa es la 
función administrativa, cuyo ejercicio es realizado por un conjunto de su-
jetos denominado, genéricamente, Administración pública, que tiene como 
objetivo esencial el cumplimiento de fines de interés público. Sin embargo, 
el Estado, para el cumplimiento de sus fines, ha requerido, a lo largo de la 
historia, de actividades realizadas por los sujetos privados u otros sujetos 
institucionalizados distintos a él; ello bajo la premisa de que el Estado no 
puede hacerse cargo por completo de todas y cada una de las aristas de la 
vida social y económica. 

De esa forma, las administraciones públicas, en el ejercicio de la función admi-
nistrativa realizan y despliegan un grupo de actividades que responden a de-
terminados objetivos. Tales actividades han tenido un crecimiento cualitativo 
y cuantitativo, sobre todo a partir de la intervención pública que se empieza 
a producir desde el siglo XIX y, asimismo, ha operado un crecimiento de esas 
actividades realizadas por los sujetos privados que producen resultados que 
pueden ser, total o parcialmente, coincidentes con algunos objetivos de la Ad-
ministración y, por tanto, son actividades cuya realización es de interés para el 
Estado, pero que, por diversos motivos, él mismo no puede materializar, de-
sarrollando entonces su actuación en el sentido de fomentar o promover tales 
actividades. 

Dicha actuación recibe el nombre de actividad administrativa de fomento o 
promoción, de cuya naturaleza y manifestaciones anteriores a su instrumenta-
ción y regulación en el Derecho administrativo se puede deducir que constitu-

2	 En tal sentido, vid. Fernández Bulté, Julio, Teoría del Estado y el Derecho. Teoría del Estado, Capí-
tulo III. Sobre el criterio tripartito de las funciones del Estado, vid. Aristóteles, Política, p. 128 y 
ss., disponible en http://descarga-gratis-libros.blogspot.com/ 

3	 Hay que destacar que si bien la visión tripartita de los poderes del Estado es la más extendi-
da, hay otras que agregan un cuarto poder más a los tres conocidos. A tal efecto, vid. Reus y 
Bahamonde, Emilio, Teoría orgánica del Estado, pp. 231-237. Sobre la noción clásica de la tripar-
tición de poderes, vid. Montesquieu, El espíritu de las leyes. 

4	 Sobre las distintas tesis acerca de los fines del Estado, vid. Jellinek, G., Jellinek, G., Teoría General 
del Estado, pp. 187-216. 
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ye, en primer orden, una actividad realizada por los centros del poder público 
con bastante anterioridad al surgimiento del constitucionalismo moderno y el 
Estado de Derecho,5 incluso de forma previa al Estado absoluto.6 En segundo 
lugar, es una actividad que, como concepto, funciona en dos planos distin-
tos, el plano económico y político, donde se erige como un fin concreto per-
seguido por el Estado en función de determinadas actividades económicas 
y sociales; el otro, el plano jurídico, es donde se articulan normativamente 
las técnicas, las reglas y los principios, a través de los cuales tal actividad de 
promoción es ejercitada. 

A partir de ahí, la articulación coherente de dicha actividad en el conjunto de 
actividades administrativas en Cuba pasa por una construcción conceptual 
que precise los elementos fundamentales que la componen, a fin de perfec-
cionar el régimen jurídico de dicha actividad. Ello a partir de entender que en 
la actualidad, este tipo de actividad constituye uno de los instrumentos funda-
mentales en materia de regulación y política económica. 

En el contexto actual de pospandemia, protagonizado por el colapso y con-
secuente crisis económica y financiera producido en los Estados de todo el 
mundo por la COVID-19, y desde la crisis financiera del año 2009, se hace 
imprescindible una revisión y reconfiguración conceptual de todas aquellas 
actividades realizadas por las administraciones públicas, en función de la sa-
tisfacción directa, pero sobre todo indirecta,7 del interés general, a través, en 
este caso, de la actividad administrativa de promoción. 

Por tanto, sobre la base de lo expuesto, se hará una revisión y reconstrucción 
conceptual de la actividad de promoción que tome en cuenta tanto los princi-
pales aportes de la doctrina iberoamericana en este sentido, como de la doc-
trina patria. Luego se realizará un análisis de cada uno de los elementos que 
conforman la noción de la actividad de promoción, a fin de dar cuenta de su 
proyección en el ordenamiento jurídico cubano.

5	 Vid. Ruiz Miguel, Alfonso y Elías Díaz (ed.), Filosofía política II. Teoría del Estado, pp. 19 y 20.
6	 Vid. Brewer-Carías, Allan Randolph, Principios del Estado de Derecho. Aproximación histórica, 

pp. 18-22.
7	 Vid. Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo de una teoría de fomento en el Derecho Administrativo”, 

Revista de Estudios Políticos, Vol. XXVIII. Año IX, No. 48, Madrid, 1949, p. 46.
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2. 	LA NOCIÓN DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE PROMOCIÓN  
EN LA DOCTRINA

2.1. ANÁLISIS CRÍTICO DE LAS PRINCIPALES TENDENCIAS DE LA DOCTRINA 
IBEROAMERICANA

La noción de actividad de promoción ha tenido diversos enfoques doctrinales 
que han delimitado y concretado sus elementos jurídicos esenciales lo que ha 
dado lugar a variadas concepciones. 

En el marco iberoamericano, son dos las definiciones que se pueden con-
siderar más clásicas. Por un lado se ubica la ofrecida por Luis Jordana de Po-
zas, quien definió la actividad fomento como: “la acción de la Administración 
encaminada a proteger o promover aquellas actividades, establecimientos o ri-
quezas debidos a los particulares y que satisfacen necesidades públicas o se es-
timan de utilidad general, sin utilizar la coacción ni crear servicios públicos”.8 
Por otro lado se encuentra Fernando Garrido Falla, quien la definió como: 
“Aquella actividad administrativa que se dirige a satisfacer indirectamente 
ciertas necesidades consideradas de carácter público protegiendo o promo-
viendo, sin emplear la coacción, las actividades de los particulares o de otros 
entes públicos que directamente las satisfacen”.9

En cuanto a la primera de las definiciones expuestas, hay que resaltar, en pri-
mer lugar, que fue la primera definición que se ofreció sobre dicha actividad, 
ya que su autor fue uno de los primeros en concluir, con buen acierto, que no 
todas las formas de la actividad administrativa podían caer bajo la fórmula bi-
partita policía-servicio público. En esa línea, el propio autor realiza un esbozo 
de los rasgos distintivos de la, acuñada por él, actividad de fomento con res-
pecto a la actividad de policía y de servicio público. 

De esa forma, refiere que mientras la policía previene y reprime, el fomento 
protege y promueve sin hacer uso de la coacción y, por otra parte, advierte 
que mientras en el servicio público la Administración realiza directamente el 
fin perseguido, en el fomento se limita a estimular a los particulares para que 

8	 Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit., p. 46.
9	 Garrido Falla, Fernando, Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, pp. 265 y 266.
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ellos sean los que, por su propia voluntad, desarrollen las actividades que rea-
lizan esos fines.10 

Visto esto, y tomando como base la definición aludida al inicio, se pueden de-
ducir como elementos esenciales de la concepción de Jordana de Pozas, prime-
ro, un elemento teleológico consistente en la finalidad de proteger o promover 
aquellas actividades, establecimientos o riquezas debidos a los particulares y 
que satisfacen necesidades públicas o de interés general, así como un elemen-
to técnico que resalta la ausencia de coacción o la no creación de un servicio 
público.11 A ello, no obstante, hay que agregar un elemento que, aunque im-
plícito en casi todo concepto jurídico, es importante resaltar en este caso, que 
es el elemento subjetivo. 

Luego, de la definición de Garrido Falla se pueden extraer los mismos tres 
elementos componentes: un elemento subjetivo donde, respecto a la no-
ción de Jordana, difiere en la figura del destinatario, ya que establece que 
además de los particulares, otros entes públicos pueden ser beneficiarios 
de técnicas de promoción; un elemento teleológico, integrado por la pro-
tección y promoción de aquellas actividades que directamente satisfacen 
necesidades consideradas de carácter público; y un elemento técnico que, 
en este caso, resalta únicamente la ausencia de coacción.

Sin embargo, Garrido Falla, a pesar de incluir también un elemento teleológico 
en su definición, critica este elemento en la definición de Jordana de Pozas insis-
tiendo en que la distinción entre las diversas formas de la actividad administrati-
va no está tanto en el fin perseguido sino en las técnicas operativas utilizadas por 
la Administración.12 Empero, por mucho que el principio de intercambiabilidad 
de las técnicas de intervención administrativa13 permita estipular que un fin de 
orden público, típico de la actividad de policía, puede ser logrado a través de la 
persuasión y el estímulo característico de la actividad de promoción, y vicever-

10	 Vid. Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit., p. 46.
11	 Vid. De la Riva, Ignacio, “La figura del fomento: necesidad de encarar una revisión conceptual”, 

en AA.VV., Cuestiones de Intervención Estatal, p. 416.
12	 Vid. Garrido Falla, Fernando, Tratado…, Vol. II, cit.,  p. 264. 
13	 Sobre este particular se tiene uno de los primeros referentes doctrinales con Villar Palasí en 

1950. Sobre ello vid. Villar Palasí, José Luis, “Las técnicas administrativas de fomento y apoyo 
al precio político”,  Revista de Administración Pública, No. 14, mayo-agosto 1954, pp. 58 y 59. 
Además, vid. Martín-Retortillo Baquer, Sebastián, “La actividad administrativa de fomento y el 
régimen de subsidios y subvenciones administrativas”, en AA.VV., Las formas de la actividad 
administrativa, p. 286.
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sa,14 ello no puede ser la justificación para no incluir el elemento teleológico. 
Esto bajo la lógica de que el fin de interés público que satisface el beneficiario 
con su actividad es la causa que habilita y justifica la actuación de la Adminis-
tración pública en el sentido de su satisfacción indirecta mediante la promoción 
de aquella. 

Luego, respecto de la definición de Jordana de Pozas, hay otro punto más que 
ha recibido algunas críticas.15 En este caso se trata de la idea que divide al fo-
mento en positivo y negativo, afirmándose a este respecto que solamente el 
fomento o la promoción positiva es posible, ya que el segundo, descrito como 
“[…] obstáculos o cargas creadas para dificultar por medios indirectos aquellas 
actividades o establecimientos contrarios a los que el gobernante quiere fo-
mentar”,16 formaría parte de otra forma de la actividad administrativa, que es 
la actividad de policía.17 No obstante, esta idea del fomento negativo sigue 
presente en parte de la doctrina administrativista.18

Aun así, la definición de Jordana de Pozas, de conjunto con la de Garrido Falla, 
ha sido la base conceptual para otras definiciones de peso en la doctrina que 
se han estipulado sobre la actividad administrativa de promoción, sobre todo 
en la doctrina iberoamericana. En tal sentido, son múltiples los autores que 
han definido la actividad de promoción con alguna variación denominativa, 
manteniendo la esencia de las formulaciones anteriormente analizadas.

De esa forma, puede citarse a Ramón Martín Mateo, quien la definió como: “La 
acción administrativa de estimulación coincide sustancialmente con las técni-
cas clásicas del fomento. La Administración no acota aquí ámbitos de acción 
a los particulares ni realiza por si prestaciones y servicios, sino que les incita o 
estimula por las vías que correspondan en cada caso a que realicen sus acti-
vidades de la forma que previamente ha considerado más favorable para los 

14	 Vid. Baena del Alcázar, Mariano, “Sobre el concepto de fomento”, Revista de Administración 
Pública, No. 54, 1967, p. 63.

15	 En ese orden vid. Valim, Rafael, A subvenção no Direito Administrativo brasileiro, pp. 53 y 54; y 
Garrido Falla, Fernando, Tratado…, Vol. II, cit., p. 271.

16	 Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit., p. 51.
17	 Así lo refiere (aunque también es partidario del fomento negativo) un clásico como Rafael 

Bielsa. Vid. Bielsa, Rafael, Derecho Administrativo, t. III, p. 400.
18	 Vid. Rezende Oliveira, Rafael Carvalho, Curso de Direito Administrativo, pp. 601 y 602; Dromi, José 

Roberto, Tratado de Derecho administrativo, p. 665; Bielsa, Rafael, Derecho Administrativo, t. III, 
cit., p. 400.
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intereses públicos”.19 Básicamente, constituye una explicación más amplia de 
la noción de Jordana de Pozas, donde al igual que este restringe el ámbito sub-
jetivo del beneficiario a sujetos privados.

Por otro lado, más específico resulta lo planteado por Martín-Retortillo Baquer, 
quien explica que se trata de una “acción suasoria, estimulante, ejercida desde 
el Poder; determinación primero, e impulsión después, de actuaciones priva-
das que es de interés promover. Creencia, en definitiva, en los medios de acción 
indirectos para la satisfacción de algunas de las necesidades que se consideran 
de interés general; consecuentemente, protección, estímulo, auxilio, impulso 
de las actuaciones que tienden a satisfacerlas; fomento, por tanto, de tales acti-
vidades”.20 En este caso resalta la no mención del elemento técnico, relativo a la 
no utilización de la coacción y la no prestación de servicios públicos, así como 
la alusión a que las actividades impulsadas son de carácter privado.

Tampoco se separa mucho de las estipulaciones clásicas Gaspar Ariño Ortiz, 
quien resalta que por acción de fomento se entiende aquella acción “[…] 
por la que los Poderes públicos estimulan, sin coacción, a las fuerzas sociales 
con vistas a que actúen en un determinado sentido”;21 a lo que agrega que 
“[…] la actividad de fomento se configura como una actividad de estímulo y 
presión, realizada de modo no coactivo, sobre los ciudadanos y grupos so-
ciales, para imprimir un determinado sentido a su actuación”.22 En este caso, 
sobresale nuevamente la ausencia de coacción y el carácter teleológico de 
esta forma de actuación administrativa. 

En un sentido parecido se pronuncia el argentino Manuel María Diez cuando 
explica “[…] que se entiende por fomento la actividad de la administración 
que trata de ayudar, encauzar y orientar la iniciativa privada cuando ésta se 
muestre insuficiente”.23 Asimismo, en una explicación posterior, se muestra ad-
herido a la doctrina plurisubjetiva de Garrido Falla en cuanto al beneficiario, 
declarando: “El objeto sobre el que recae el fomento son las actividades de los 
particulares y de otros entes públicos, y el fin del fomento es la satisfacción 

19	 Martín Mateo, Ramón, Manual de Derecho Administrativo, pp. 357 y 358.
20	 Martín-Retortillo Baquer, Sebastián, “La actividad administrativa de fomento…”, cit., p. 440.
21	 Ariño Ortiz, Gaspar, Principios del Derecho Público económico, p. 294.
22	 Ibidem, p. 339. 
23	 Diez, Manuel María, Manual de Derecho Administrativo, t. II, p. 232.
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indirecta de las necesidades de interés general, satisfacción que se realiza de 
un modo indirecto y sin empleo de la coacción”.24  

Por otro lado, con un sentido más restrictivo, el también argentino Escola expo-
ne que es “[…] aquella actividad de la administración pública que pretende la 
satisfacción de necesidades colectivas y el logro de fines del Estado de manera 
indirecta y mediata, mediante la participación voluntaria de los particulares, 
que desarrollan por sí mismos actividades tendientes a ese objeto, las cuales 
son, por ello, protegidas y estimuladas por la administración por diversos me-
dios, de los cuales está excluida toda forma de coacción”.25 Así excluye a los entes 
públicos como destinatarios, explicando que los particulares en los marcos de 
esta actividad administrativa aparecen como colaboradores de la Administra-
ción pública, condición que no pueden ostentar tales entes.

En el mismo sentido que Escola, pero en términos más cercanos a los de Jor-
dana de Pozas, se pronuncia Roberto Dromi, expresando: “Es una acción dirigida 
a proteger o promover las actividades y establecimientos de los particulares, 
que satisfagan necesidades públicas o que se estimen de utilidad general”.26

En Brasil, por su parte, Santos de Mendoça expone que es: “[...] a ação consistente 
em estimular, proteger, auxiliar ou fomentar as atividades particulares mediante 
as quais se satisfazem necessidades ou conveniências de caráter geral”, de modo 
diretamente não coativo, mas persuasivo, sem implicar a criação de serviço públi-
co ou a assunção de atividade económica pelo Estado. [...]”.27 De tal forma, no di-
fiere de la definición de Jordana de Pozas en casi ningún punto de su definición, 
al igual que su compatriota Diogo de Figueiredo Moreira Neto, quien define tal 
actividad como “a função administrativa através da qual o Estado ou seus dele-
gados incentivam direta, imediata e concretamente a iniciativa dos administra-
dos ou de entidades públicas e privadas, para que desempenhem atividades que 
a lei haja enfatizado como de especial interesse público para o desenvolvimento 
integral e harmonioso das pessoas em sociedade”,28 agregando en este caso a las 
entidades públicas como posibles beneficiarios.

24	 Ibidem, pp. 232 y 233.
25	 Escola, Héctor Jorge, “Fomento”, en Julio Rodolfo Comadira (dir.), Curso de Derecho Adminis-

trativo, Capítulo XI, p. 95.
26	 Dromi, José Roberto, Tratado de Derecho..., cit., p. 665.
27	 Santos de Mendoça, José Vicente, “Uma teoría do fomento público”, Revista Dir. Proc. 

Geral, No. 65, Río de Janeiro, 2010, pp. 115-176.
28	 Moreira Neto, Diogo de Figueiredo, Curso de Direito Administrativo, p. 675.
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Dicho esto, hasta aquí se han visto definiciones que, coincidiendo en más o en 
menos con las nociones clásicas de Jordana de Pozas y Garrido Falla, se compo-
nen por 3 elementos fundamentales. 

Por una parte, hay un elemento teleológico, que implica la satisfacción indi-
recta de los intereses colectivos a través de la promoción de las actividades 
de los particulares u otros entes públicos que directamente los satisfacen. En 
segundo orden, está el elemento subjetivo que implica que la actividad de 
promoción es realizada por una Administración pública cuyos destinatarios, 
en unos casos, son solamente los sujetos particulares, y en otros se incluye a 
otros entes del sector público. 

Por último, más presente en unas definiciones que en otras, se encuentra un 
elemento técnico que se expresa sobre todo en la delimitación negativa que 
se hace de la actividad al estipular que la promoción se realiza sin utilizar la 
coacción y sin crear servicios públicos. A tal efecto, los dos primeros elementos 
son válidos y serán utilizados con las adecuaciones pertinentes para la defini-
ción de la actividad de promoción que se analizará posteriormente. 

No obstante, la delimitación negativa29 no es un elemento que se asuma para 
tal estipulación futura, ya que implica una cuestión fundamental referida a 
que tal delimitación, en el orden conceptual, en principio contraría una de 
las reglas de las definiciones, en específico aquella que establece que una 
definición no debe ser negativa si puede ser positiva. Con todo, puede ser 
permisible si reviste los caracteres de necesidad y utilidad. 

Aun así, es necesario para ello resolver la cuestión relativa a la necesidad o no 
de una delimitación negativa de la actividad de promoción. En esa línea, si 
bien es cierto que todas las manifestaciones de la actividad de promoción no 
constituyen prestaciones directas ni emplean la coacción, también es cierto 
que no todas las técnicas de intervención utilizadas por la Administración que 
cumplan estos rasgos serán manifestaciones de la actividad de promoción, ya 
que, hoy día, el número de formas en que la Administración interviene des-
borda la clásica clasificación tripartita de las formas de la actividad adminis-
trativa. De esa forma, una técnica de intervención que no utilice la coacción 
o no implique una prestación directa, no formará parte necesariamente de la 
actividad administrativa de promoción.   

29	 Vid. Baena del Alcázar, Mariano, “Sobre el concepto…”, cit., p. 67.
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En otro sentido, en la ciencia jurídica, podemos estipular que una delimitación 
negativa será, generalmente, imprecisa e insuficiente; ello si se toma en cuen-
ta que las construcciones de esta ciencia son conceptos que no existen fuera 
del Derecho, es decir, son construcciones jurídicas que, en principio, debieran 
poder definirse de forma positiva en cuanto a su especificidad técnico-jurídica. 
En términos más simples, el perfeccionamiento del régimen jurídico de cual-
quier fenómeno jurídico será mucho más preciso y coherente si técnicamente 
se conoce “qué es,” en lugar de “qué no es”. 

Así y todo, en un sentido positivo, la actividad de promoción se puede decir 
que consiste en el estímulo, el favorecimiento y la protección de las activida-
des realizadas por los particulares que satisfacen intereses generales, o sea, es 
una satisfacción indirecta por parte de la Administración de fines de interés 
público.30 Aun así, tal formulación positiva del elemento técnico a efectos de 
una delimitación precisa de la actividad administrativa de promoción, necesa-
ria en la dispersa y compleja dinámica actual de la actuación administrativa, no 
es pertinente,31 porque precisamente las concretas actuaciones administrati-
vas de promoción pueden diferir de tal formulación, que, por otra parte, puede 
considerarse poco práctica por su propensión a la taxatividad en la definición 
de la actividad administrativa de promoción.

Por otra parte, con un carácter más estructural, hay autores que han propuesto 
nociones que difieren de las clásicas definiciones vistas y sus variantes doc-
trinales. Por tanto, una vez analizado el enfoque finalista de las definiciones 
de la actividad administrativa de promoción, se estudiará el enfoque estructu-
ral de dicha definición, a partir de lo expuesto en tal sentido por dos autores 
principales. 

En primer lugar, José Luis Martínez López-Muñiz, quien define la aludida actividad 
(aunque con otra denominación) como “[…] aquella actividad administrativa 
consistente en el otorgamiento directo o indirecto de bienes o derechos a de-
terminados administrados –privados o públicos–, con carácter no devolutivo 

30	 En tal sentido, vid. Peña Solís, José, Manual de Derecho Administrativo, Vol. III, p. 245; y Jordana 
de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit.,  p. 49.

31	 En este aspecto coinciden tanto De la Riva como Martínez López-Muñiz. Para más información 
al respecto, vid. De la Riva, Ignacio, “La figura del fomento…”, cit., p. 417; y Martínez López-Mu-
ñiz, José Luis, “La actividad administrativa dispensadora de ayudas y recompensas: una al-
ternativa conceptual al fomento en la teoría de los modos de acción de la Administración 
Pública”, en Rafael Gómez-Ferrer Morant (coord.), Libro Homenaje al profesor José Luis Villar 
Palasí, p. 756. 
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y por razón de ciertas actividades que les son propias, ya realizadas o aún por 
desarrollar, quedando en este último caso afectados a su realización”.32

Luego hay que añadir a Ignacio de la Riva, quien define la actividad en términos 
similares al precitado autor, pero con algunas ligeras modificaciones. Al res-
pecto expone que la actividad se define como “[…] la actividad administrativa 
consistente en la dispensación mediata o inmediata de bienes a determinados 
administrados de forma directa o indirecta, con carácter no devolutivo y en ra-
zón de ciertas actividades que les son propias, a cuya realización dichos bienes 
quedan afectados”.33 

Evidentemente se trata de definiciones estructurales de la actividad admi-
nistrativa de promoción.34 En esa línea, el estudio del primer autor se centra 
sobre todo en el examen de aquellas técnicas que actúan sobre las activida-
des que aún no se han desarrollado, denominadas por él como ayudas pú-
blicas,35 estipulando que las llamadas recompensas, que sería el nombre que 
recibirían los bienes o derechos otorgados por la Administración en razón 
de las actividades ya realizadas, no revisten las mismas problemáticas que 
plantean las ayudas públicas.36

Sobre el particular, se destaca el hecho de que los autores excluyen de sus de-
finiciones el elemento teleológico, si bien ambos coinciden en que es un ele-
mento esencial en cuanto a la orientación de la actividad, pero no en cuanto a 
su definición. De esta forma, se pueden extraer tres elementos de las aludidas 
definiciones, que serían: un elemento subjetivo, un elemento objetivo y un 
elemento que denominaremos estructural.

En cuanto al elemento subjetivo, hay que decir que ambos autores defienden 
la idea de que la relación jurídica de promoción pueda entablarse no sólo con 
sujetos privados, sino, además, con sujetos públicos. Asimismo, se plantea la 
posibilidad de que existan sujetos intermediarios entre la Administración que 

32	 Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., p. 758.
33	 De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas. Incidencia de la Intervención Estatal en el funcionamien-

to del Mercado, pp. 122 y 123.
34	 En la denominación de la actividad en uno y otro caso se habla de “ayudas públicas”, término 

cuyo análisis será realizado en el epígrafe relativo a la denominación de la actividad adminis-
trativa de promoción. 

35	 Vid. Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., p. 759.
36	 Ibidem.
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promociona y el beneficiario de la promoción,37 algo que es plausible admitir 
tomando en consideración algunos requisitos que se verán después. 

En torno al elemento objetivo, este lo constituye el contenido mismo de la 
actividad, esto es, son las técnicas o los medios de la actividad que se utilizan 
para promocionar y estimular las actividades privadas. En ese sentido, de am-
bas definiciones se pueden extraer algunos rasgos bastante interesantes, que 
caracterizan el contenido objetivo de este tipo de actividad, según los autores. 
Un primer rasgo que le atribuyen es su carácter no devolutivo, lo cual no impli-
ca gratuidad,38 ni una liberalidad,39 pero que en definitiva es bastante cerrado 
ya que no todas las técnicas de promoción tienen carácter no devolutivo.40 

Luego, un segundo rasgo sería la existencia de una sola prestación en el marco 
de la relación jurídica de promoción; esto, independientemente de la natu-
raleza unilateral41 o bilateral42 que se le atribuya a tal relación jurídica de pro-
moción que se genera con la aplicación de esas técnicas,43 lo cual dependerá, 
al igual que en el rasgo anterior, de la técnica empleada. Por tanto, en buena 
medida, estos rasgos dependen de la configuración del régimen jurídico de 

37	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 125; y Martínez López-Muñiz, José Luis, “La 
actividad administrativa…”, cit., p. 767.

38	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 126.
39	 Algo impensable en el ámbito del Derecho administrativo. En tal sentido, Villar Palasí, refi-

riéndose a las subvenciones específicamente, explica cómo la Administración en ese caso 
poseía facultades exorbitantes de las correspondientes a la donación civil, y que en ningún 
caso había una donación. Vid. Villar Palasí, José Luis, “Las técnicas administrativas…”, cit.,  
pp. 65 y 80.

40	 Por ejemplo, los créditos blandos, o los anticipos reintegrables.
41	 Vid. De la Riva, Ignacio, “La figura del fomento…”, cit., p. 418. El autor establece que la activi-

dad a cargo del beneficiario constituye solo un deber, disponiendo, en consecuencia, que 
no hay un sujeto activo habilitado para reclamar su ejecución, solo para controlarla. Puede 
resultar interesante e ilustrativo en ese sentido la distinción entre deber y obligación estipu-
lada por Cassagne, Juan Carlos, La intervención administrativa, pp. 85 y 86.

42	 En este caso, vid. Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., pp. 761 y 
762, quien explica que si bien hay una reciprocidad obligacional, esta no implica reciproci-
dad o sinalagma prestacional, ya que solo hay una prestación, pero sobre ella se constituyen 
derechos y obligaciones recíprocos para ambas partes.

43	 Sobre la naturaleza bilateral o unilateral de esta actividad, vid. Sacristán, Estela, “La relación 
jurídica de fomento: ¿Unilateralidad o bilateralidad?”, en El Derecho. Jurisprudencia general, 
t. 184, donde realiza un análisis muy interesante sobre el tema a partir de un estudio de la 
jurisprudencia argentina. 
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las distintas técnicas que cada Estado determine concretamente, por lo que 
no son absolutos. 

En ese mismo orden de cosas se encuentra el hecho de que las relaciones ju-
rídicas de promoción son relaciones cuya fuente, cualquiera que sea, reviste 
para el beneficiario un carácter de voluntariedad, con lo cual se coincide; en tan-
to, al decir de Rafael Valim, “Outra nota fundamental da atividade de fomento é 
a voluntariedade. Fomento obrigatório, coativo, é uma contradição em termos”.44 
A estos tres rasgos se une uno más, que es el carácter propio de la actividad 
del sujeto beneficiario, es decir, se debe tratar de una actividad perteneciente 
a su ámbito jurídico.45 Esto implica que la actividad deba ser emprendida por 
el sujeto destinatario atendiendo a su exclusivo beneficio, no obstante el inte-
rés público que también está satisfaciendo.46 Este punto también se considera 
pertinente ya que, como se verá, es fundamental para comprender la inclusión 
de determinadas técnicas en la actividad administrativa de promoción aten-
diendo, precisamente, a este rasgo. 

Dicho esto, en cuanto al elemento estructural, este implica, siguiendo a De la 
Riva, “[…] el aspecto jurídicamente configurador de la noción”.47 Se trata del 
nexo entre lo percibido por el beneficiario y la actividad desarrollada por este 
o aún por desarrollar.48 A los efectos de la definición, este resulta un elemento 
sustancial ya que, junto al elemento objetivo, sustituye al elemento técnico 
que delimitaba negativamente a la actividad administrativa de promoción.

Pese a ello, contrario a lo que pueda parecer o se quiera hacer ver por estos au-
tores, una noción preminentemente estructural no es incompatible con el ele-
mento teleológico. A tal efecto, cabe resaltar la definición estipulada en tiem-
pos más recientes, por el precitado Rafael Valim, quien explica que la actividad 
de fomento puede ser entendida como “[...] a transferência de bens e direitos em 
favor de particulares, sem contraprestação ou com contraprestação em condições 

44	 Valim, Rafael. A subvenção…, cit., p. 53.
45	 Vid. Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., p. 767. 
46	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., pp. 126 y 127. 
47	 Vid. De la Riva, Ignacio, “La figura del fomento…”, cit., p. 417.
48	 Aunque ambos autores establezcan el nexo solo en la forma de afectación para las activida-

des que van a desarrollarse, se verá cómo en el caso de los medios honoríficos, estos pueden 
encajar en este esquema que vincula la actividad con el beneficio recibido.
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facilitadas, em orden à satisfação direta ou indireta de interesses públicos”.49 En 
ella se observan dos cuestiones fundamentales, resaltando, en primer lugar, el 
carácter teleológico, pero también estructural de su definición. 

Por otra parte, es una definición que tiene un radio más amplio que las hasta 
aquí vistas, ya que incluyen prestaciones que satisfacen directamente los in-
tereses públicos, o sea, incluye contenidos que forman parte de la actividad 
prestacional. De hecho, en el marco de la pandemia de COVID-19, el propio 
autor, refrendando la noción aludida, explica que, contrario a la mayoría de 
la doctrina, el sostiene que en el Derecho brasileño la actividad de fomento 
incluye instrumentos muy importantes de satisfacción directa de los intereses 
públicos, como la renta básica universal, que es un subsidio, esto es, incluye 
prestaciones asistenciales como medios de fomento.50 

Lo anterior es algo que, por otra parte, no es desconocido en la doctrina y es, 
por cierto, común en la doctrina alemana teniendo su base en la idea de la 
“Daseinsvorsorge” expuesta por Ernst Forsthoff.51 En este sentido, por ejem-
plo, Schmidt-Assmann, refiriéndose a la actividad de prestación, explicaba que 
es aquella que “vela por la posibilidad de existencia y mejora de las condi-
ciones de vida de los miembros de la comunidad, fomentando directamente 
la persecución de sus propios intereses mediante la concesión de ayudas o 
servicios. Comprende la procura existencial (en sentido estricto), la Adminis-
tración social, así como la actividad de fomento a través de subvenciones”.52

El francés Henry Nézard, aunque refiriéndose a la teoría del servicio público, 
sintetiza las ideas anteriores en la frase siguiente: “[…] l’action collective est né-
cessaire et l’administration intervient soit pour aider l’initiative privée, soit pour 
satisfaire par elle-même aux besoins constatés”.53 

Sin embargo, el también alemán Hartmut Maurer, cuando explica las formas de 
la actividad administrativa, sí hace una distinción entre la actividad prestacional 

49	 Valim, Rafael. A subvenção…, cit., p. 56.
50	 Vid. Valim, Rafael, “La actividad administrativa de fomento en el contexto del COVID-19”, Re-

vista de la ECAE, No. 4 octubre 2020, Dossier: COVID-19 y Derecho, p. 720. 
51	 Vid. Forsthoff, Ernst, Tratado de Derecho Administrativo, pp. 475-477.
52	 Schmidt-Assmann, Eberhard, La teoría general del Derecho Administrativo como sistema, p. 182.
53	 Nézard, Henry, Éléments de Droit Public, p. 235. 
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(en sentido amplio o estricto) y la que él llama actividad de orientación;54 la 
cual no es sino otra forma denominativa para referirse a lo que en las ideas 
anteriores se ha entendido como actividad administrativa de promoción. 

2.2.	LA NOCIÓN DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE PROMOCIÓN  
EN LA DOCTRINA ADMINISTRATIVISTA CUBANA

Una vez vistas las principales tendencias de la doctrina iberoamericana, 
toca el turno para estudiar el desarrollo doctrinal que en el plano jurídi-
co-administrativo ha tenido esta actividad en Cuba. De esta manera se 
analizarán las principales construcciones teóricas que han esbozado varios 
de los principales autores cubanos en cuanto a la noción de la actividad 
administrativa de promoción.

Al efecto, es destacable la obra de José María Morilla publicada en 1847, que 
llevó por título: Breve tratado de Derecho Administrativo español y general del 
Reino y especial de la Isla de Cuba.55 En dicha obra, primera de su tipo en Cuba y 
América latina,56 la actividad administrativa de promoción se puede identificar 
a partir de las regulaciones y actuaciones administrativas encaminadas a la 
protección y el fomento de los llamados intereses materiales.57 Sobre el par-
ticular, no esboza de forma explícita una noción de la actividad de promoción, 
sino que estudia todas las formas de protección y fomento de bienes, situacio-
nes, derechos y actividades que se insertan, sobre todo, dentro de los varios 
rubros que compondrían esos intereses materiales. 

Dichos rubros incluyen materias y conceptos jurídicos tan diversos como la pro-
piedad, la expropiación forzosa, la industria, la agricultura, el comercio, la industria 
minera, las aduanas, o incluso la propiedad industrial. Por tanto, el criterio de 
armonización de tan diversas materias en cuanto a las diversas medidas de pro-
tección y estímulo que se integran en lo que hoy es la actividad de promoción 
radica, fundamentalmente, en la noción de intereses materiales.

54	 Vid. Maurer, Hartmut, Derecho Administrativo alemán, p. 9.
55	 Vid. Morilla, José María, Breve tratado de Derecho Administrativo español y general del Reino y 

especial de la Isla de Cuba.
56	 Vid. Matilla Correa, Andry, Los primeros pasos de la Ciencia del Derecho Administrativo en Cuba, 

pp. 297-299.
57	 Vid. Morilla, José María, Breve tratado…, cit., p. 251 y ss.
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Esta noción, de una marcada orientación teleológica, fue definida por el au-
tor de la manera siguiente: “Intereses materiales son los que constituyen la 
riqueza y demás elementos conducentes, no sólo a la satisfacción de las ne-
cesidades de la vida material de la sociedad y sus individuos, sino también a 
proporcionarles la abundancia, el bienestar y la prosperidad”.58 Así, es posible 
afirmar que el elemento teleológico ahí esbozado tiene varios puntos en co-
mún con los que son expuestos para definir hoy el concepto de la actividad 
administrativa de promoción, siendo en ese sentido un antecedente de gran 
significancia.

Con todo, en cuanto a la definición de las formas de la actividad administrativa 
y la promoción como una de ellas, hay que destacar, en la primera mitad del 
siglo XX, la figura de Antonio Lancís y Sánchez. En tal sentido, al igual que otros 
autores,59 este identificaba la actividad de promoción con la actividad social 
realizada por el Estado,60 consistente en propender al beneficio social a partir 
de tres formas fundamentales, que son la física, económica y la espiritual;61 en 
contraste con la actividad jurídica dirigida a mantener el orden y la seguridad 
en la sociedad, estableciendo, de esa forma, amén de otras actuaciones, limi-
taciones a los derechos de los particulares.

Estructurada sobre el principio de subsidiariedad, dicha noción de la actividad 
administrativa implicaba la intervención (junto a las técnicas policiales pertinen-
tes en cada caso) mediante el fomento y la promoción de actividades que se 
entienden de provecho para el desarrollo físico, intelectual y moral de los in-
dividuos en el caso del bienestar social, o bien mediante la protección de los 
elementos más débiles de las relaciones económicas en el caso del bienestar 
económico.62 En esa línea resalta un rasgo esencial de la noción de la actividad 
administrativa de promoción, que es el carácter no coactivo de la intervención 
administrativa y que, en este caso, el autor se refiere a él explícitamente con el 
término fomento.

58	 Ibidem, p. 251.
59	 Sobre todo de la doctrina italiana, destacando la figura de Vittorio Orlando. Con ese fin, vid. 

Orlando, Vittorio Emanuele, Principii di Diritto Amministrativo, pp. 229-285.
60	 Vid. Lancís y Sánchez, Antonio, Derecho Administrativo, p. 459.
61	 Ibidem, pp. 460 y 461.
62	 Idem, pp. 461 y 471.
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En esta dirección, las definiciones conceptuales antecesoras en el tiempo, de 
la noción clásica de la actividad de promoción, con los elementos expuestos 
más embrionariamente por Morilla, y de forma más perfeccionada acorde con 
la doctrina de su momento por Lancís y Sánchez, se componían de dos elemen-
tos fundamentales. Estos son, la orientación teleológica como causa eficiente 
y final de la actuación administrativa, así como la intervención por medios no 
coactivos en la esfera jurídica de los administrados, es decir, una delimitación 
negativa del campo de acción de la actividad.

Luego, en el año 1951, Julián Modesto Ruiz y Gómez, en su obra Principios del 
Derecho Administrativo, expone una noción de la actividad de promoción en 
los términos de fomento de la actividad privada, que definió como la acción de 
fomentar y estimular la actividad privada ayudándola, protegiéndola y asis-
tiéndola, mediante recursos materiales y morales.63 

A este respecto exponía que había ayuda a las actividades privadas cuando se 
le da a una empresa de ferrocarriles una cantidad de dinero por cada kilómetro 
de vía férrea construido, o se les facilitan herramientas de labranza a los cam-
pesinos. Luego, hay protección de esas actividades cuando se dictan medidas 
encaminadas a remover las trabas que impidan su adecuado desarrollo, y se 
asiste a la actividad privada, bien otorgándose becas a niños huérfanos, o bien 
concediendo pensiones a los trabajadores por razones de paro forzoso.64

En ese sentido, en dicha definición y explicación posterior, hay elementos 
como la ayuda y la protección, que permiten derivar la idea más general de 
promoción del bienestar social y colectivo, elementos estos que ciertamente 
son componentes de la noción de la actividad de promoción. No obstante, 
la conceptualización de la actividad de promoción que hace el autor abarca 
también prestaciones asistenciales que trascienden los contornos de dicha ac-
tividad y se ubican de forma más precisa en la actividad prestacional asistencial 
de la Administración pública. 

Ello implica una definición demasiado general que, no obstante su mérito, 
abarca más actuaciones administrativas que aquellas destinadas al estímulo o 
la promoción de las actividades privadas en función de los intereses públicos. 
Empero, como se vio en su momento, esta es una posición que tiene, con ma-
tices, seguidores de peso en la doctrina más contemporánea.

63	 Vid. Ruiz y Gómez, Julián Modesto, Principios del Derecho Administrativo, p. 31.
64	 Ibidem, p. 31.
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Luego de cuatro años desde el triunfo revolucionario, y dos años desde la 
declaración del carácter socialista de la Revolución en 1963, Héctor Garcini 
Guerra y Miguel Reyes Saliá escribieron su Manual de Derecho administrativo. 
Tal obra fue concebida en un contexto de profundas trasformaciones jurídi-
cas, donde una gran parte de las ideas tradicionales que habían dominado 
en el ordenamiento jurídico administrativo nacional fueron sustituidas pro-
gresivamente por las propias del sistema socialista de Europa del Este, ajenas 
hasta ese momento al sistema jurídico patrio.65 En ese contexto, además, el 
Derecho administrativo en Cuba, en general, y la noción de la actividad de 
promoción, en particular, sufrieron una especial falta de atención científica.66

Pero en la obra citada, los autores, a tono sobre todo con la doctrina españo-
la, admiten la clasificación tripartita de la actividad administrativa en policía, 
fomento y servicio público, a la que se agregaba la actividad regulatoria o de 
gestión económica consistente en prestaciones reales.67

En concordancia con el contexto descrito, es posible afirmar que la noción 
de la actividad de promoción en este espacio de tiempo perdió parte de su 
esencia primigenia como concepto, entendiéndose las medidas de estímulo 
orientadas a la moral socialista y la erradicación de los males sociales.68 En un 
Estado fundamentalmente policial y prestacional, los medios de la actividad 
de promoción, y en consecuencia la definición de esta, estuvieron orientados 
hacia fines más vinculados con la actividad prestacional que con la idea de sa-
tisfacción indirecta de los intereses públicos, típica y distintiva de la actividad 
de promoción; es decir, en gran parte, el contenido de los elementos objetivo 
y teleológico fue sustancialmente modificado y confundido con el de otras for-
mas de la actividad administrativa.

Años más tarde, el propio Garcini, en su Derecho Administrativo, definía a la acti-
vidad de fomento como aquel accionar consistente “[…] en el estímulo y apo-
yo que confiere la Administración Pública a las actividades de los particulares 
para atender por su conducto a necesidades de tipo general sin usar la coacción 

65	 Vid. Matilla Correa, Andry, “El Derecho Administrativo en Cuba: Panorama general”, en Santia-
go González-Varas Ibáñez (coord.), Derecho Administrativo en Iberoamérica, p. 502.

66	 Ibidem, p. 503.
67	 Vid. Garcini Guerra, Héctor y Miguel Reyes Saliá, Manual de Derecho administrativo, t. I – Parte 

General, p. 38.
68	 Ibidem, p. 209.



536   ISSN EDICIÓN IMPRESA: 0864-165X, ISSN EDICIÓN ELECTRÓNICA: 2788-6670, VOL. 4, NO. 02, NÚMERO CENTENARIO, 2024

Lic. Pedro Daniel Barbachán Betancourt

administrativa ni crear servicios públicos”.69 El contexto en este caso era un 
poco diferente, ya que el país empezaba a dar muestras de pequeños cambios 
orientados a un desarrollo económico que no fuera exclusivamente realizado 
en su totalidad por el Estado. Este fue el caso, por ejemplo, del Decreto-Ley 
No. 50/1982, que reguló las asociaciones económicas entre entidades cubanas 
y extranjeras.70 

En este aspecto, es posible apreciar una mayor precisión técnica de esta noción 
respecto a la anterior, donde se observa, además, una clara inspiración concep-
tual en la definición esbozada en 1949 por Luis Jordana de Pozas. En este punto, 
a tono con los pequeños cambios que se iban produciendo en el país, se puede 
decir que hay una renovada, aunque ligera, preocupación científica en cuanto 
al estudio de la actividad administrativa de promoción; ello, a pesar de que el 
propio Garcini expresara que “el fomento, la concesión, la autorización y el arren-
damiento, son esencialmente ajenos a la Administración socialista de la que es 
enemiga irreconciliable la empresa privada desalojada del poder”.71

Ahora bien, ya en el siglo XXI, y luego de los sucesivos cambios que generaron 
una gradual apertura económica a la inversión y al reconocimiento de ciertas 
formas de propiedad privada, escenario, además, ideal para que la actividad 
administrativa de promoción se desarrolle, hay varios intentos de reavivar el 
interés científico por una de las formas fundamentales de la actividad admi-
nistrativa como es la actividad de promoción. En ese sentido, puede citarse a 
Andry Matilla Correa, quien destaca la orientación teleológica hacia la satisfac-
ción de los intereses colectivos como finalidad esencial de toda la actividad 
administrativa,72 y en cuanto a la noción específica de la actividad de promo-
ción, suscribe la definición clásica de Jordana de Pozas.73

Igualmente, otros estudios exponen definiciones que muestran construc-
ciones más acabadas técnicamente y que son un resultado directo de la 
influencia de la progresiva actualización del modelo económico cubano y 

69	 Garcini Guerra, Héctor, Derecho Administrativo, p. 190.
70	 Constituyendo el punto de apertura en Cuba al capital extranjero. En tal sentido, vid. Mesa Te-

jeda, Natacha Teresa, “Apuntes en torno a las modalidades de la inversión extranjera en Cuba”, 
Florida Journal of International Law, No. 29, Iss. 1, Article 28, 2017, p. 77, disponible en http://
scholarship.law.ufl.edu/fjil/vol29/iss1/28

71	 Garcini Guerra, Héctor, Derecho Administrativo, cit., p. 193.
72	 Vid. Matilla Correa, Andry, Guía de estudio de la asignatura Derecho Administrativo, p. 67.
73	 Ibidem, p. 68.



REVISTA CUBANA DE DERECHO   537

El concepto de la actividad administrativa de promoción. Análisis de su proyección en el ordenamiento 
jurídico cubano

la consecuente transformación del sistema jurídico cubano y de las relaciones 
entre la Administración pública y los administrados en todos los espacios so-
ciales. Con este fin cabe resaltar a Cabrera Guerra, Guerra Medina y Roselló Garcés, 
quienes esbozaron una definición de la actividad administrativa de promoción. 
Así, expusieron: “Por actividad administrativa de fomento se entiende aquella 
modalidad de intervención administrativa que consiste en dirigir la actuación 
de los particulares hacia fines de interés general mediante el otorgamiento de 
incentivos de distinto carácter”.74 

A ella hay que agregar la expuesta por Loraine Céspedes Medina y Oricel Massó 
Telemaco, que la definen como: “Acción desarrollada por la Administración Pú-
blica a través de diversas vías, dirigida al apoyo e incentivo de las actividades 
ejecutadas por entes públicos y particulares que coadyuven a la satisfacción 
de necesidades colectivas y al progreso del país en todas sus esferas, man-
teniendo esta la titularidad de la actividad, sin mediar la coacción, sin crear 
servicios públicos y sobre la base de los principios socialistas”.75 

Asimismo, de forma más reciente, en el año 2018, Susett Romero Tabares rea-
lizó un estudio sobre la noción de la actividad administrativa de promoción, 
ofreciendo como resultado la definición siguiente: “la actividad de fomento 
o promoción es una modalidad de acción administrativa, traducida en una 
intervención indirecta en el ámbito social, consistente en el otorgamiento, 
por parte de los órganos integrantes de la estructura orgánica administrati-
va, de apoyos, ayudas, beneficios de diversa naturaleza, sin que ello implique 
la utilización de la coacción ni la creación de servicios públicos, con el obje-
tivo de estimular e incentivar actividades desarrolladas por los ciudadanos 
que repercuten en la satisfacción de necesidades colectivas”.76 

74	 Cabrera Guerra, Lainiep Irina; Mónica del Pilar Guerra Medina y Carlos Manuel Roselló Garcés, 
“El fomento: actividad administrativa a la luz de los nuevos sujetos erigidos con el modelo 
económico cubano”, texto completo disponible en http://ambitojuridico.com.br/site/index.
php/abrebanner?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=14994&revista_ca derno=4.

75	 Céspedes Medina, Loraine y Oricel Massó Telemaco, “La actividad administrativa de fomento 
y el desarrollo local en Cuba: un binomio necesario”, Revista Caribeña de Ciencias Socia-
les, 2015, texto completo disponible en http//www.eumed.net/rev/caribe/2015/06/de-
sarrollo-cuba.html

76	 Romero Tabares, Susett, “La noción de la Actividad Administrativa de fomento en Cuba. Funda-
mentos jurídicos administrativos”, Tesis en opción al título de Máster en Derecho Constitucional 
y Administrativo, p. 25.
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A partir de todas las definiciones vistas, se pueden extraer cuatro elementos fun-
damentales que componen la noción de la actividad administrativa de promo-
ción. En un sentido más concreto, serían los elementos que permitirían encajar, 
esquemáticamente, las distintas técnicas de intervención administrativa que se 
insertan como formas de manifestación concreta de la actividad administrativa 
de promoción. Al efecto, los elementos serían: un elemento subjetivo, un ele-
mento objetivo, un elemento estructural, y un elemento teleológico.

3. LA DENOMINACIÓN DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
DE PROMOCIÓN

En cuanto a la noción conceptual de la actividad administrativa de promoción, 
junto a la definición como componente esencial, se encuentra la denomina-
ción,77 la cual es uno de los puntos de debate actuales en tanto y en cuanto es 
necesario buscar un sustituto del término originario fomento; esencialmente 
porque el contenido, tanto extensional como intencional de la definición ori-
ginaria, ha evolucionado hasta tal punto que para proyectar en el uso del 
lenguaje tal cambio, no sólo es necesaria una reformulación del contenido 
de la definición, sino, además, del término que se utilizará para manejar ese 
concepto cuya dimensión jurídica ha sido redefinida.

Asimismo, aunque en las líneas anteriores ya se haya esbozado la postura asu-
mida, es necesario realizar un breve análisis para argumentar dicha toma de 
partido en este aspecto. En esa línea, junto a la acción de fomento esbozada 
por Jordana de Pozas

78 aparecen otros términos como: ayudas públicas,79 de es-
timulación,80 promocional,81 actividad dispensadora de ayudas y recompen-
sas,82 entre otras.

En esa línea, la denominación como actividad de estimulación o estímulo tiene 
un marcado carácter finalista, al igual que el término fomento; por tanto, tal 
denominación cambia en relación con la actividad de fomento en un sentido 

77	 Vid. Carnelutti, Francesco, Metodología del Derecho, p. 81.
78	 Vid. Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit.,  p. 46.; y Ariño Ortiz, Gaspar, Principios del Derecho…, 

cit., p. 294.
79	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 118.
80	 Vid. Martín Mateo, Ramón, Manual de Derecho…,. cit., p. 357.
81	 Vid. Santamaría Pastor, Juan Alfonso, Principios del Derecho Administrativo General, t. II, p. 349.
82	 Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit.
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semántico que realmente es (como parte de la doctrina ha referido) igual de 
vago83 que el término fomento. 

Otra denominación interesante es la que propone Martínez López-Muñiz, en el 
orden de actividad dispensadora de ayudas y recompensas. Esta es una de-
nominación que abarca de forma más precisa las técnicas que típicamente se 
encuadran en la noción de fomento, al ser una idea mucho más expresiva y 
circunscrita.84 No obstante, esta denominación tiene dos puntos débiles:

Por un lado, le falta un poco de concreción que haga más manejable el con-
cepto, ya que un elemento importante de la denominación y por tanto de tal 
manejo, lo es el uso de los signos o palabras en el lenguaje, sobre todo desde 
un plano descriptivo,85 pero también en orden a la necesaria comunicación, o 
sea, lexicográficamente,86 si se intenta estipular el uso de la denominación en 
cuestión, el problema no sería el uso dado, sino la cantidad de personas que 
lo utilizan. Por tanto, si bien científicamente es preciso, su utilidad práctica, 
de momento, es relativamente baja.87 Por otra parte, al ser tan preciso en un 
sentido extensional restringe la presencia de otras técnicas que igualmente 
integran la actividad administrativa de promoción; por tanto, no es todo lo 
flexible que se exige para esta forma de la actividad administrativa.

Por otro lado, una denominación que no sólo es útil y muy utilizada, tanto 
en referencia a la actividad como al contenido genérico de las técnicas que la 
integran, es la de las llamadas ayudas públicas. En ese sentido, es un término 
lo bastante amplio para abarcar las técnicas esenciales de la actividad y lo bas-
tante preciso, en principio, para no caer en un abanico que incluya técnicas 
de otras actividades. En segundo lugar, tanto en el plano doctrinal como en el 
legislativo, es uno de los términos más empleados,88 lo cual potencia aún más 
su utilidad práctica en tanto parte de la realidad jurídica. 

83	 Entendiendo vaguedad como la falta de claridad con respecto a los límites del significado de 
un término. Vid. Copi, Irving y Carl Cohen, Introducción a la Lógica, p. 118.

84	 Vid. Rivero Ortega, Ricardo, Derecho Administrativo Económico, p. 168. 
85	 En tal sentido, vid. Correas, Oscar, Metodología Jurídica II, pp. 37 y 38.
86	 Las definiciones lexicográficas son aquellas que establecen cómo se usa comúnmente de-

terminada palabra. Ibidem, p. 19.
87	 Entendiendo que el Derecho, ante todo, es una ciencia práctica y si bien su definición con-

ceptual es adecuada en muchos aspectos, la denominación, hasta cierto punto, dificulta la 
operatividad del concepto. 

88	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 118.
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No es el elegido porque no obstante todo lo anterior, las ayudas públicas, téc-
nicamente entendidas, aluden a un grupo grande de técnicas, pero no a todas 
las que se insertan o pueden insertarse en el elemento objetivo de la actividad 
administrativa de promoción y que son de gran valor por su contenido social, 
más que por su contenido económico; esfera a la que únicamente no debe ser 
circunscrita tal actividad. El otro problema es que la noción de ayudas, además 
de lo anterior, es más amplia que la de fomento, por lo que si bien en el plano 
semántico “ayudas públicas” se refiere a las técnicas típicas de la actividad ad-
ministrativa del mismo nombre, en sentido estricto, tal significado puede no 
ser tan universal para todas las personas, en todas las circunstancias.

Otra denominación interesante es la que, según se vio supra, realiza la doctri-
na alemana. Explicada por Cosculluela, destaca que la actividad, entendida de 
fomento, se inserta junto al servicio público en la conocida como actividad 
prestacional, identificando que el fomento es una modalidad de prestación,89 
lo cual se vio que no es absoluto en la doctrina alemana. En esa línea, la de-
nominación no parece plausible, primero porque invita a la confusión con la 
actividad prestacional de servicio público, y en segundo lugar, porque semán-
ticamente contraviene el elemento estructural de la noción, ya que la presta-
ción que se entiende de esta denominación se realiza hacia los ciudadanos en 
función de satisfacer sus necesidades, lo que no ocurre directamente en la ac-
tividad de promoción, cuyo objeto es una prestación dirigida a una actividad 
determinada y no a sujetos indeterminados. 

Hay que decir además que la asimilación de la actividad de promoción en las 
otras formas de la actividad administrativa no se reduce a la actividad de servi-
cio público, ya que como bien relata Guaita, en el siglo XVIII, tal actividad estaba 
encuadrada en una noción más amplia de lo que es la actividad de policía.90

Sin embargo, hay que tener en cuenta que la denominación de esta forma 
de actividad administrativa es algo que está, como todo fenómeno jurídico, 
absolutamente ligado a las circunstancias histórico-concretas de cada Estado, 
relativas a sus fines concretos; los intereses que revisten el carácter de públicos 
y, por supuesto, al régimen jurídico de los medios destinados al cumplimien-
to de esos fines. De esa forma, una denominación no sólo requiere precisión 
técnica, sino además adecuarse de forma más o menos flexible y equilibrada 

89	 Vid. Cosculluela Montaner, Luis, Manual de Derecho Administrativo, t. I, p. 336.
90	 Vid. Guaita, Aurelio, Derecho Administrativo Especial, Vol. II,  pp. 14-17. En este caso se refiere a 

la conocida “policía del bienestar”.
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a la realidad jurídica que piensa, por una parte, describir, y por otra servir de 
referencia para perfeccionar la regulación vigente, es decir, lo prescrito.

En ese sentido se ha optado por la denominación de actividad administra-
tiva de promoción por dos razones esenciales. En primer orden, porque su 
sentido semántico es el que mejor equilibra los componentes (sobre todo 
estructurales y teleológicos) que conforman los elementos jurídicos de su 
noción, o sea, los componentes de la significación intencional. Como bien 
expresa Armagnague: “La actividad promocional tiende a proteger, estimular, 
promover o auxiliar situaciones existentes o que están por surgir, referidas a 
riquezas naturales, actividades individuales, con el fin de satisfacer necesida-
des generales y en beneficio de la sociedad”.91

Evidentemente, en el plano semántico abarca más técnicas de las que, en prin-
cipio, cabría incluir en la definición que se maneja, pero tiene la ventaja de que 
no restringe tal definición, sino que la incluye. Esto plantea en principio, un 
desborde de la definición, pero aporta una flexibilidad necesaria para futuras 
reformulaciones, de ser necesarias, que vayan sólo al contenido, sin tener que 
modificar la denominación. 

Es una denominación que, por demás, si bien no es perfecta, encuadra todos 
los elementos jurídicos de la noción que se maneja, sin confundirse, en prin-
cipio, con otras formas de la actividad administrativa. Además, en cuanto al 
uso en el lenguaje, ya sea común o jurídico, semántica y pragmáticamente se 
puede estipular que en uno u otro uso posee, más o menos, el mismo signi-
ficado, lo que la vuelve útil a la hora de operar con el concepto de actividad 
administrativa de promoción.

4.	LA DEFINICIÓN DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA  
DE PROMOCIÓN. ELEMENTOS FUNDAMENTALES

A partir de todo lo analizado hasta este punto y adscribiendo en parte el conte-
nido de las definiciones analizadas, es posible definir a la actividad administra-
tiva de promoción como aquella forma de la actividad administrativa consistente 
en el otorgamiento, por parte de los órganos administrativos competentes, de be-
neficios de diversa naturaleza a determinados sujetos públicos o privados, estando 

91	 Armagnague, Juan, “¿Fomento o promoción? Su interpretación constitucional”, en AA.VV., Es-
tudios de Derecho Administrativo, t. V, p. 20.
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vinculados aquellos beneficios a la realización de actividades que les son propias 
en función de la satisfacción de intereses públicos.

Tal definición está configurada con un sentido estructural preminente en au-
tores como De la Riva o Martínez López-Muñiz, pero al igual que en la definición 
de Rafael Valim, dicha configuración tiene como base esencial la orientación 
teleológica característica de la definición de Jordana de Pozas. Además, acoge 
el carácter público o privado del sujeto beneficiario planteado en primer lugar 
por Garrido Falla y que autores cubanos como Céspedes Medina y Massó Telemaco, 
así como Romero Tabares, también defienden. 

Por tanto, de dicha definición se deriva un conjunto de elementos que son 
los que permiten, mediante su estudio, construir la noción de la actividad ad-
ministrativa de promoción. De esa forma encontramos el elemento subjetivo, 
que se refiere a los sujetos que participan en dicha relación jurídica; el elemen-
to objetivo, que se encuentra compuesto por el contenido y los rasgos de lo 
otorgado; el elemento estructural, que consiste en el nexo entre la actividad 
que se promociona y el beneficio concedido; y el elemento teleológico, inte-
grado por los fines de interés público satisfechos de forma directa por los be-
neficiarios, y de forma indirecta por la Administración a través de la concesión 
del beneficio. 

4.1. ELEMENTO SUBJETIVO 
En los marcos de la actividad administrativa de promoción, a partir de la defi-
nición ofrecida, se entiende que participan esencialmente dos sujetos. Por un 
lado, la Administración pública otorgante a través de los órganos competentes 
para ello, y por otro lado se encuentran los sujetos beneficiarios, que pueden 
ser sujetos privados o entidades públicas. En cuanto al sujeto otorgante, no 
hay debate, cualquier persona jurídica de Derecho público con competencia 
debidamente atribuida para ello puede ser el sujeto otorgante de los benefi-
cios, o en otras palabras, el sujeto activo de la relación.

Dicho esto, de la definición se desprende que el otorgamiento puede ser me-
diato o inmediato. Esto es así porque junto al sujeto otorgante y el beneficiario 
pueden aparecer, según el sistema jurídico que se trate, un tercer sujeto, que 
son las entidades de colaboración.92 Estas entidades, que pueden ser públi-
cas o privadas, obran por encargo, esto es, a nombre y cuenta del órgano 

92	 Vid. Bueno Mora, Salvador, “Los sujetos de la relación jurídica subvencional. Beneficiarios y 
entidades colaboradoras”, Estudios QDL, p. 127.
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concedente,93 o sea, en estos casos la Administración concede los beneficios 
de forma mediata. Por el contrario, cuando los otorga por sí misma, como es la 
regla, es una concesión inmediata.94 Hay que agregar que tales entidades cola-
boradoras adquieren, sobre todo, protagonismo en materia de subvenciones.

En esa línea, un dilema que se ha planteado gira en torno a determinar quién 
es el auténtico sujeto activo de la relación, entendiendo que en última instan-
cia serían las entidades de colaboración las que otorgarían el beneficio y no el 
órgano que determinó la entrega o la realización de la modalidad pertinente.95 
A este respecto, si se observa la Ley General de Subvenciones española del año 
2003,96 la cual trata de manera detallada lo relativo a las entidades colabora-
doras, es posible concluir que estas, como su nombre lo indica, son entidades 
colaboradoras, es decir, de apoyo, y si bien son las que de forma inmediata en-
tregan, en determinados casos, el contenido del beneficio, ellas deben seguir 
las reglas establecidas en tal sentido por el órgano concedente en el convenio 
de colaboración, que debe ser formalizado en todo caso para que tal sujeto 
pueda acogerse al régimen de entidad colaboradora.97 Por tanto, a menos que 
las leyes que regulen las distintas modalidades de entidades colaboradoras 
sean imprecisas en su redacción, está claro que tales entidades, simplemente 
son ese eslabón intermedio que permite elevar las relaciones de cooperación 
entre entidades del sector público entre sí y con entidades privadas en función 
de la realización de una actividad administrativa, a los efectos de la eficiente 
gestión y satisfacción del interés general.

No obstante, otro de los sujetos parte de la relación de promoción es el be-
neficiario. Sobre el particular, los debates surgen en torno a la inclusión o 
no, de los sujetos de derecho público como beneficiarios de alguna técnica 
de la actividad de promoción. Esto es así porque los sujetos privados son los 
destinatarios por excelencia de los beneficios que se derivan de tal actividad. 
Entonces, si se tiene en consideración que las entidades administrativas sólo 
actúan en los marcos de su competencia y, además, tal competencia no se 
atribuye sino en función de la realización de actividades para la satisfacción de 

93	 Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., p. 767.
94	 De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 125.
95	 Vid. Romero Tabares, Susett, “La noción…”, cit., p. 26.
96	 Ley No. 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, publicada en Boletín Oficial 

del Estado, BOE-A-2003-20977. 
97	 Ibidem, artículo 16.
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determinados intereses públicos, es posible concluir que sería contradictorio 
promover aquellas actividades que per se deben propender a la consecución 
del interés público. 

Dicho esto, desde la definición de Garrido Falla, se tiene en cuenta la posibi-
lidad de que las entidades públicas sean sujetos beneficiarios.98 No obstante, 
su explicación no es la más clara, pues hace alusión a una situación cuyo 
tratamiento jurídico-administrativo es distinto.99 Pudieran acercarse más ní-
tidamente a esta idea las empresas públicas, pero, incluso en ese caso, no 
con un carácter absoluto, ya que normalmente la actividad empresarial de 
tales sujetos está permeada por sí misma, en más o en menos, de algún fin 
de interés general.100

Con todo, si en la definición propuesta se estipuló como contenido intencio-
nal101 a los sujetos públicos, ello es porque una definición debe tener la flexibi-
lidad para encajar de forma precisa en la gran mayoría de supuestos prácticos 
que puedan ser referentes materiales de este.102 De ello simplemente se deriva 
que, como regla para todas las técnicas, los sujetos beneficiarios serán esen-
cialmente privados y como excepción a esa regla general, y en el marco de al-
gunas técnicas, se extiende tal condición de beneficiario a entidades públicas 
de distinta naturaleza.  

Ahora bien, en el desarrollo de la actividad administrativa de promoción en 
Cuba intervienen esencialmente dos sujetos: la Administración pública con-
cedente y el administrado beneficiario. Luego, esa Administración pública 
concedente puede ser desagregada en cada uno de los sujetos que integran 

98	 Vid. Garrido Falla, Fernando, Tratado…, Vol. II, cit., p. 266.
99	 En el caso que refiere Garrido, lo que hay es un conflicto de competencias, algo común en 

materia administrativa y que no debe buscarse su solución en la actividad administrativa 
de promoción. Para más información vid. Sánchez Morón, Miguel, Derecho Administrativo. 
Parte General, pp. 256 y 257.

100	 Algo que es visible a partir del análisis de las múltiples definiciones doctrinales que se han 
elaborado sobre el concepto de empresa pública. Al respecto, vid. Ruiz Massieu, José Francis-
co, La Empresa pública, pp. 27-30, en donde el autor realiza un análisis abarcador sobre las 
definiciones conceptuales de la empresa pública.

101	 La intención de las definiciones es el conjunto de atributos compartidos por los objetos 
que integran la extensión de esta. Para más información vid. Copi, Irving y Carl Cohen, Intro-
ducción…, cit., p. 130.

102	 Esto es especialmente bien explicado por Villar Palasí. Sobre este particular, vid. Villar Palasí, 
José Luis, “Las técnicas administrativas…”, cit., p. 71.
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el sector público en Cuba, entre los que se encuentran103 la Administración cen-
tral, conformada por los órganos (excepto los locales) y organismos, unidades 
presupuestadas y otras entidades subordinadas a la Administración central del 
Estado. Junto a la Administración central, se encuentra la Administración local, 
conformada por los gobernadores provinciales, los consejos de administración 
municipales, los órganos municipales del Poder Popular, las direcciones admi-
nistrativas, las empresas y unidades presupuestadas subordinadas a los órganos 
locales del Poder Popular; y junto a estas, están las uniones de empresas, las em-
presas del Estado, y cualquier otra entidad empresarial estatal.

De este modo, para que cualquiera de esos sujetos pueda realizar cualquier ac-
tuación en relación con la regulación, la implementación y el control de algu-
nas técnicas de la actividad administrativa de promoción debe estar investido 
de la suficiente competencia; competencia que, en cuanto a esta forma de acti-
vidad administrativa en el ámbito cubano, responde a varios criterios esencial-
mente materiales, aunque también territoriales en algunos casos, como el de 
la Oficina de la Zona Especial de Desarrollo Mariel.104 En tal sentido, por razón 
de la materia se distribuyen las competencias refiriéndose al tipo de actividad 
específica o modalidades de actividades generales que se quieren promover 
en función de los objetivos de desarrollo económico y social del país. En este 
aspecto puede mencionarse a las direcciones municipales del Centro Nacional 
de Control de la Tierra,105 así como a los delegados o directores municipales o 
provinciales de la agricultura,106 los consejos de la administración municipal,107 
la Oficina Nacional de la Administración Tributaria,108 el Consejo Nacional de 
Actores Económicos.109

103	 En este sentido se expondrá lo que a tales efectos dispone el artículo 6 del Decreto-Ley 
No. 192/1999, “De la Administración Financiera del Estado”, con las adiciones pertinentes a 
partir de lo dispuesto en la Constitución de la República de 2019.

104	 Decreto-Ley No. 313/2013, “De la Zona Especial de Desarrollo Mariel”, artículo 7, incisos h) y 
I), en relación con el artículo 1.

105	 Decreto No. 304/2012, “Reglamento del Decreto-Ley Número 300 Sobre la entrega de tierras 
estatales en usufructo”, artículo 6.

106	 Ibidem, artículo 10.1.
107	 Decreto No. 35/2021, “De la comercialización de productos agropecuarios”, artículo 8, 

inciso g).
108	 Resolución No. 345/2021 del Ministro de Finanzas y Precios, artículo 20.
109	 Decreto No. 49/2021, “De las actividades a realizar por las micro, pequeñas y medianas em-

presas privadas, cooperativas no agropecuarias y trabajadores por cuenta propia”, artículo 5. 
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Es pertinente añadir que en el caso de los medios jurídicos, o sea, los regíme-
nes jurídicos especiales que no implican onerosidad patrimonial para la Admi-
nistración pública, como los establecidos en la Ley No. 118/2014 en materia 
bancaria o en operaciones de importación y exportación, no hay sujeto con-
cedente al uso, sino que los órganos y organismos competentes para ello que 
intervienen en los procesos de negociación de la inversión extranjera,110 lo que 
hacen es autorizar y aprobar la realización de las actividades por parte de los 
sujetos beneficiarios para que estos puedan disfrutar de esas ventajas; es de-
cir, la Administración pública declara que una persona determinada reúne los 
requisitos para arroparse con la condición jurídica de inversionista extranjero 
o nacional, lo cual es el presupuesto fáctico habilitante para disfrutar de las 
ventajas asociadas a tales status jurídicos.

Asimismo, estas normativas prevén en sus procedimientos administrativos la 
participación de varios sujetos distintos de aquel que aprueba la concesión de 
la ventaja o autorización de su disfrute, vinculándose otras entidades a la tra-
mitación del procedimiento, en muchos casos, con gran influencia en la deci-
sión final. En este sentido, queda claro que el acto de autorización o concesión 
de estímulos es imputable al órgano que tenga atribuida la competencia para 
tales actos, independientemente de otros órganos que modulen o influyan 
para dictar tales actos en un sentido u otro. Eso sí, respecto a los beneficiarios, 
la regla general es que sean los particulares y otros entes del sector público, 
tales como empresas estatales u otras entidades, que, según la respectiva nor-
mativa, serán sujetos beneficiarios de técnicas de la actividad administrativa 
de promoción.111

Otro aspecto a tener en cuenta es que la mayoría de las técnicas contenidas en 
el ordenamiento jurídico cubano requieren la previa adquisición de una con-
dición subjetiva determinada, definida por la ley, para ser entonces acreedor 
legítimo de las ventajas que otorgan unas u otras técnicas. Esto implica, sobre 
todo, que tales técnicas están articuladas con controles administrativos ex ante 
y ex post para garantizar el otorgamiento de beneficios en función de, y afecta-
dos por, la realización del interés público. 

110	 Decreto No. 325/2014, “Reglamento de la Ley de la Inversión Extranjera”,  artículos 10 y 11.
111	 Por ejemplo, las granjas estatales con personalidad jurídica pueden solicitar la entrega de 

tierras ociosas en usufructo, a tenor del artículo 9, inciso a), del Decreto-Ley No. 300/2012. 
Y de forma más general, en la conceptualización se establece que: “El apoyo financiero 
al sector empresarial y a otros actores económicos, se realiza mediante mecanismos que 
contribuyen a su progreso y competitividad, otorgando selectivamente tratamientos pre-
ferenciales a aquellos que, por intereses estratégicos del país lo requieren”.
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Tomando en cuenta lo anterior, se entiende que en Cuba pueden ser destina-
tarios válidos de las técnicas de promoción tanto los sujetos privados como las 
entidades del sector público.

4.2. ELEMENTO OBJETIVO
En cuanto al elemento objetivo, este está referido al contenido y las característi-
cas del beneficio que se concede como resultado de la actividad de promoción. 
Al respecto, primero que todo, hay que destacar que las técnicas de la actividad 
de promoción consisten siempre en el otorgamiento de prestaciones, bienes o 
ventajas a favor del beneficiario, o sea, siempre tienen un carácter positivo en 
sentido de que, precisamente, benefician a su destinatario.112 Es decir, no es po-
sible la existencia de medios negativos que impongan cargas o generen obs-
táculos al desarrollo de cierta actividad113 como medios de la actividad adminis-
trativa de promoción; esto, entendiendo que no debe confundirse la naturaleza 
jurídica de la medida con su justificación.114

Con todo eso, a partir de la definición ofrecida, se entiende que lo que se otorga 
son beneficios de distinta naturaleza, que casi siempre serán bienes o derechos 
subjetivos cuyos contenidos, alcance y situación dependerán de la técnica que sea 
utilizada en cada caso concreto. Esto es, la promoción es una actuación de favore-
cimiento que amplía la esfera jurídica del destinatario permitiendo que acceda a 
posiciones jurídicas de ventaja de las que antes carecía.115

Sobre este particular, Jordana de Pozas estableció una división, vigente hasta 
hoy, que distingue los medios atendiendo al tipo de ventajas que otorga. De 
esa forma distinguió entre medios honoríficos, económicos y jurídicos,116 los 
cuales se analizarán en profundidad en su respectivo espacio. Luego, esta es 
una distinción que es aceptada a los efectos del estudio de las técnicas de la 
actividad administrativa de promoción. Sin embargo, hay que decir que, igual-
mente, tal distinción requiere de una revisión conceptual importante que, no 
obstante, trasciende el objeto de estudio de este trabajo. 

112	 En el mismo sentido que son expuestos por Jordana de Pozas. En ese sentido, vid. Jordana de 
Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit., p. 51.

113	 Ibidem.
114	 Vid. Garrido Falla, Fernando, Tratado…, Vol. II, cit., p. 271.
115	 Vid. Ariño Ortiz, Gaspar, Principios del Derecho…, cit., p. 339.
116	 Vid. Jordana de Pozas, Luis, “Ensayo…”, cit., p. 52.
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Ahora bien, otros aspectos importantes del elemento objetivo son las caracte-
rísticas que, en sentido general, poseen todos beneficios que son otorgados. 
En esa línea, hay que destacar el carácter propio de la actividad del destinata-
rio y la voluntariedad que debe existir respecto a la constitución y estancia en 
los marcos de la relación jurídica de promoción. Por otro lado, hay que referirse 
a que no es la realización de esta actividad (cuando aún no se ha realizado) 
parte del contenido del beneficio. Es decir, lo fundamental para el beneficiario 
no es realizar la actividad, sino utilizar lo percibido, en razón de esa relación de 
promoción, en esa actividad propia que él puede realizar.

En Cuba, por su parte, lo que se otorga son, generalmente, bienes pecuniarios 
y no pecuniarios, y otros derechos subjetivos en forma de regímenes jurídicos 
especiales o beneficios fiscales, cuyo contenido, alcance y situación dependerá 
de la técnica que sea utilizada en cada caso específico, distinguiéndose entre 
medios jurídicos y económicos, principalmente, aunque también hay empleo 
de algunos medios honoríficos. 

A partir de la subdivisión de los medios económicos en financieros directos o 
indirectos, crediticios, y reales, los beneficios otorgados a tenor de alguna de 
estas técnicas poseen unos rasgos específicos que modulan su otorgamiento, 
destacando, sobre todo, el carácter propio de la actividad del destinatario y 
la voluntariedad que debe existir respecto a la constitución y estancia en los 
marcos de la relación jurídica de promoción; relación donde, en todo caso, la 
Administración mantiene sus poderes de control y supervisión de tales activi-
dades en función de comprobar la utilización válida de los beneficios por parte 
del beneficiario, en función de la satisfacción de intereses colectivos.

En ese sentido, las técnicas que están reguladas en el ordenamiento jurídico 
cubano son siempre estímulos positivos, directos o indirectos, de carácter eco-
nómico, financiero, crediticio, jurídico, u honorífico, ya que siempre implican 
una ventaja para el beneficiario. 

Hay que destacar, además, que las técnicas crediticias bancarias que pueden 
configurarse como medios de la actividad administrativa de promoción po-
seen uno de los regímenes normativos más depurados técnicamente; algo 
que es muy importante, sobre todo si se tiene en cuenta que la gran ma-
yoría de sectores y ejes estratégicos del desarrollo económico117 requieren 

117	 En este sentido, 3 de los 6 ejes estratégicos del PNDES, como son infraestructura; potencial 
humano; ciencia, tecnología e innovación; y transformación productiva.
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de grandes inversiones de capital líquido, donde las instituciones financieras 
adquieren un gran protagonismo. Por tanto, tales instituciones tendrán un rol 
crucial en el futuro inmediato para el desarrollo de la actividad administrativa 
de promoción en Cuba, a partir de que sean capaces de implementar instru-
mentos crediticios con una configuración que vincule las ventajas otorgadas a 
las actividades de interés público que motivaron su concesión.

4.3. ELEMENTO ESTRUCTURAL
Este elemento, según se vio, se refiere al nexo que van a tener los beneficios 
otorgados con la actividad que motivó su entrega, esté ya realizada, o vaya 
a desarrollarse en el futuro. Esta no es una separación absoluta, ya que hay 
actividades que tienen continuidad en su realización y bien pueden recibir un 
beneficio por lo realizado y no por lo que están por realizar. Para comprender 
este elemento, hay que entender, primeramente, que con el otorgamiento de 
medios de promoción (fundamentalmente económicos) surge una relación 
de sujeción especial que implica que el beneficiario se compromete a unas 
obligaciones (la realización de la actividad promovida) y la Administración 
goza de amplias potestades de control.118 O sea, tal conexión es el criterio que 
permite estipular si se está ante una técnica de la actividad administrativa de 
promoción o no, ya que ese nexo es el componente esencial de la estructura 
de la actividad que establece que lo otorgado no es en función de un estímulo 
personal, ni en función del mero enriquecimiento o en concepto de pago, sino 
que es concedido, en definitiva, o bien con motivo de la actividad realizada, o 
bien para que se lo destine a la realización de una actividad en exclusividad. En 
términos simples, hay que entender el nexo como un límite a la disponibilidad 
sobre lo recibido.

En este aspecto, en vista de su menor complejidad, se iniciará el análisis de este 
elemento con la primera situación descrita. De esa forma, si la actividad ya fue 
realizada, esta opera como un presupuesto fáctico habilitante,119 que permite 
entonces, a partir de su verificación, otorgar el beneficio objeto de la técnica 
específica que se esté empleando. En ese sentido “[…] resulta que la Ley como 

118	 Vid. Ariño Ortiz, Gaspar, Principios del Derecho…, cit., p. 343.
119	 Vid. Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., pp. 759 y 766. Además, 

sobre la noción de presupuesto o presuposición y su origen en la doctrina civilista alemana 
sobre los presupuestos fácticos, vid. De Castro y Bravo, Federico, El negocio jurídico, p. 322; y 
Larenz, Karl, Derecho Civil. Parte General, p. 416. Sobre la importancia de los presupuestos de 
hecho en el Derecho administrativo, vid. García de Enterría, Eduardo y Tomás-Ramón Fernán-
dez, Curso de Derecho Administrativo, t. I, p. 577 y 578.
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imperativo abstracto conecta una cierta consecuencia jurídica a un tipo de he-
cho específico, precisamente, y no a cualquiera, indeterminadamente; tal es la 
estructura necesaria de toda proposición normativa […]”.120

De esa forma, por ejemplo, para dictar un acto que conceda un premio, las 
normas que lo regulan establecerán las circunstancias fácticas que deben su-
ceder para que tal acto pueda dictarse. En este punto, lo que resulta relevante 
es si la configuración jurídica de los beneficios otorgados de esta forma reviste 
un carácter reglado o discrecional,121 porque, en dependencia de que tenga 
uno u otro, la dinámica de su obtención variará enormemente. Por tanto, esta 
primera situación permite estipular un esquema estructural para las técnicas 
que se empleen en tal contexto, de forma que la actividad realizada y los re-
quisitos que se establecen forman parte del supuesto de hecho, y el beneficio 
integraría el efecto jurídico ligado a ese supuesto. En este caso, el fin de interés 
público se satisfizo con anterioridad al otorgamiento del beneficio, por tanto, 
debe formar parte, además, del supuesto de hecho.

Con todo, en el caso de las actividades que deben realizarse, el nexo se con-
vierte entonces en una afectación de lo recibido a la actividad que debe des-
plegarse, es decir, debe destinarse a tal actividad el beneficio recibido,122 no 
como parte del fin de la técnica, sino como parte esencial de su contenido.123 
Esto es, las ventajas o beneficios obtenidos son ventajas afectadas a una ac-
tividad determinada del beneficiario. Luego, donde realmente hay todo un 
debate es en establecer cuál es la naturaleza jurídica del nexo que se esta-
blece entre la actividad que se va a realizar y lo percibido como un beneficio 
afectado a tal actividad. 

Ya se entendió que tal afectación opera como un límite a la disposición y el 
uso sobre lo recibido. Así, hay que entender que el punto fundamental radica 
en que aplicar lo recibido a la actividad que motivó su otorgamiento constitu-
ye tanto un derecho del beneficiario como una obligación, pues el objeto, en 
ambos casos es el mismo, consistente en aplicar el beneficio obtenido a una 
determinada actividad propia.

120	 García de Enterría, Eduardo y Tomás-Ramón Fernández, Curso…, t. I, cit., p. 577.
121	 Vid. Parejo Alfonso, Luciano, Lecciones de Derecho Administrativo, p. 307. 
122	 Vid. De la Riva, Ignacio M., Ayudas públicas…, cit., p. 124.
123	 Martínez López-Muñiz, José Luis, “La actividad administrativa…”, cit., p. 761.
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En ese orden de cosas, se han expuesto varias tesis respecto a la naturaleza 
de tal nexo, algunas que la consideran una carga, un modo, una cláusula acci-
dental, o incluso una condición.124 En esa línea, Martínez López-Muñiz concibió 
una posible solución que, a los efectos de este trabajo, se comparte. Consiste 
en considerar tal obligación como un modus iuris, entendiendo en tal sentido 
que se trata de “[…] la forma o modalización a que debe ceñirse el ejercicio de 
un derecho, los límites positivos de ese derecho, determinados por el ordena-
miento simultánea e inseparablemente al configurar ese derecho”.125

En tal sentido, el nexo se erige entonces, más que como un límite, como una 
parte inescindible de la situación jurídica activa que se genera en la esfera ju-
rídica del beneficiario en razón de la relación jurídica de promoción de que 
es parte. Asimismo se conforma un esquema estructural donde los requisitos 
para obtener el beneficio configuran el supuesto de hecho y el beneficio afec-
tado a la realización de la actividad forma parte del efecto jurídico ligado al 
supuesto. De esta forma, el fin de interés general es satisfecho de forma pos-
terior al otorgamiento del beneficio, a partir de la utilización, a tal efecto, del 
contenido de dicho beneficio.

A este respecto, según el tipo de ayuda que se conceda, se puede estar ante 
un esquema jurídico estructural de tipo 1 o requisitos-beneficio-afectación-ac-
tividad, o un esquema de tipo 2, que tiene la forma actividad-requisitos-presu-
puesto fáctico habilitante-beneficio. Ahora bien, tal elemento es verificable en 
las técnicas de promoción empleadas en la realidad jurídica cubana, a partir de 
comprobar la coherencia de tales esquemas con la configuración jurídica de las 
técnicas de promoción contenidas en el ordenamiento jurídico.

En tal sentido, se puede mencionar, por ejemplo, el Decreto-Ley No. 300/2012, 
que establece: “se autoriza la entrega de tierras estatales ociosas en concep-
to de usufructo gratuito y por tiempo determinado a personas jurídicas o 
naturales, para que las exploten racional y sosteniblemente atendiendo a la 
aptitud de los suelos, en función de la producción agropecuaria, forestal y 
de frutales”.126 En este caso, es una técnica económica real donde la actividad 
promocionada seguiría siendo la explotación racional y sostenible de esas 
tierras, donde la producción agropecuaria, forestal y de frutales, es el fin de 
interés público al que está orientada tal entrega.

124	 Ibidem.
125	 Idem, pp. 764 y 765.
126	  Decreto-Ley No. 300/2012, cit., artículo 1.
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Dicho esto, esa entrega en concepto de usufructo gratuito y por tiempo deter-
minado que se realiza es el beneficio otorgado y la afectación consiste en que 
tal entrega no es simple, sino que se afecta a la realización de esa actividad 
promocionada en función de la producción agropecuaria. Es decir, se quiere 
promocionar la producción de ciertos productos y se entrega la tierra de forma 
gratuita como un beneficio afectado a la realización de esa actividad estimu-
lada. Como se puede observar, el esquema estructural de tipo 1 es válido para 
describir tal técnica.

Luego, el esquema de tipo 2 encuentra mucho más fácil su verificación en 
el ordenamiento jurídico porque es el típico que asumen las técnicas finan-
cieras indirectas, las jurídicas y las honoríficas. En ese sentido, se puede traer 
a colación, por ejemplo, el Decreto-Ley No. 49/2021, modificativo de la 
Ley No. 113, Del Sistema Tributario, de 23 de julio de 2012. Con este fin se 
dispone la modificación del artículo 26 de la Ley No. 113/2012, quedando 
estipulado lo siguiente: “Los socios de las micro, pequeñas y medianas empre-
sas están exentos del pago del Impuesto sobre los ingresos personales por los 
dividendos que obtengan como resultado del primer año de operaciones”.127

De esta manera se busca estimular, o sea, promocionar, mediante una técnica 
financiera indirecta, la creación de sociedades mercantiles privadas y sus acti-
vidades constitutivas de empresa, siendo el beneficio una exención tributaria 
temporal o tax holiday, y el presupuesto fáctico habilitante sería la tipificación 
del hecho imponible que establece la norma tributaria. En este caso, como 
elemento subjetivo está la condición de socio de la empresa y como elemento 
objetivo la obtención de dividendos durante el primer año de operaciones. 
De tal forma, para promocionar la actividad empresarial se regulan beneficios 
fiscales cuyo otorgamiento está condicionado al desarrollo de tal actividad 
empresarial durante un año habiéndose generado dividendos para los socios. 
Claramente, como se señaló en su momento, las técnicas financieras indirectas 
tienen una configuración jurídica que permite que encajen sin muchas difi-
cultades en el esquema estructural de tipo 2 de la definición de la actividad 
administrativa de promoción.

Otros ejemplos más extensos en cuanto a la explicación, pero válidos igual-
mente, serían toda la regulación contenida en la Resolución No. 768/2012 del 
Ministro de la Agricultura, en relación con la Resolución Conjunta No. 1/2012 

127	 Decreto-Ley No. 49/2021, “Modificativo de la Ley 113 del Sistema Tributario de 23 de 
julio de 2012”, artículo 1.
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de los Ministerios de Economía y Planificación y Finanzas y Precios, donde se 
regulan los requisitos y los presupuestos esenciales para el pago de deter-
minados incentivos forestales con cargo al Fondo Nacional de Desarrollo 
Forestal, en lo que son técnicas financieras directas (que en este caso son 
subvenciones) para la promoción de ciertas actividades forestales que son 
de interés público y que, de acuerdo con los esquemas propuestos, son in-
centivos o ventajas afectadas.

4.4. ELEMENTO TELEOLÓGICO
El elemento teleológico está compuesto por el fin concreto que persigue la 
actividad administrativa de promoción. Este es un elemento sine qua non de 
cualquier concepto jurídico que se construya, a fortiori, en Derecho adminis-
trativo.128 En ese sentido, los fines de interés público son la causa eficiente y 
final129 de toda la actuación administrativa y la actividad de promoción no es la 
excepción; Esto entendiendo que la actividad de promoción se caracteriza por 
la búsqueda de una finalidad, es decir, se trata de convencer a los particulares 
para que realicen una determinada actuación y así promover actividades que 
revisten interés general.130 

Lo que se explica de forma deductiva de la forma siguiente. La actividad de 
promoción es una actividad administrativa llevada a cabo por la Administra-
ción pública con el propósito de alcanzar determinadas finalidades que le son 
propias. Tales finalidades son de interés público y se refieren a la satisfacción 
de las necesidades colectivas y a la obtención de los fines del Estado. Luego, 
la actividad administrativa de promoción no se encamina a alcanzar en forma 
directa e inmediata esas finalidades, sino a lograr que sean satisfechas por la 
actividad, fundamentalmente privada, o sea, se dirige a alcanzarlas de manera 
indirecta.131

128	 Sobre la importancia del fin y otros elementos para la formación de conceptos en el De-
recho administrativo, vid. Díez Sastre, Silvia, La formación de conceptos dogmáticos en el 
Derecho Público, exposición en el III Seminario de Teoría y Método, celebrado en Ciudad 
Real el 30 de mayo de 2014. 

129	 Sobre el esquema causal aristotélico, vid. Aristóteles, Metafísica, “Introducción”, pp. 207-211.
130	 Vid. Ariño Ortiz, Gaspar, Principios del Derecho…, cit., p. 339.
131	 Vid. Escola, Héctor Jorge, “Fomento”, cit., p. 95.
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Más allá de que los fines puedan ser contingentes o permanentes, el verdade-
ro punto conflictivo radica en la vaguedad del concepto de interés público,132 lo 
cual da lugar a supuestos de excesiva discrecionalidad. Ello implica que el régi-
men jurídico de cualquier técnica que se integre a la actividad administrativa 
de promoción debe estar cimentado sobre la base de potestades configuradas 
de la forma más reglada posible. 

Asimismo, al ser esta una actividad configurada sobre la base de la voluntarie-
dad del sujeto beneficiario en cuanto a la obtención de las ventajas, se puede 
presuponer que hay cierta coincidencia de intereses entre la Administración 
concedente y el destinatario. No obstante, sobre la base de esa misma volun-
tariedad, y la persecución del bien público como fin de la Administración, el 
sujeto destinatario puede perseguir de forma ulterior el fin que estime conve-
niente, pues una vez que es acreedor del beneficio (afectado), debe aplicarlo, 
con carácter obligatorio, a la actividad que motivó su obtención, independien-
temente de los fines que particularmente persiga; aunque, por supuesto, es 
libre de renunciar a tales beneficios ateniéndose a las distintas consecuencias 
que tal acto acarreará. Por tanto, se puede decir que el fin, como elemento 
configurador de la noción es, en definitiva, el nexo que articula la relación de 
colaboración entre la Administración y el sujeto beneficiario; siendo entonces 
la causa (en los dos sentidos aludidos) de dicha relación y, por tanto, el ele-
mento que orienta y guía tanto la decisión administrativa en orden a otorgar 
el beneficio como la actuación del destinatario, bien para obtenerlo, o desde 
que obtiene tal beneficio.

En el caso cubano, este elemento está presente en todas y cada una de las 
técnicas de la actividad administrativa de promoción empleadas; ello en el en-
tendido de que los sectores o actividades promocionadas están, en todo caso, 
vinculados o formando parte de los proyectos o políticas concebidos para el 
cumplimiento de los objetivos de desarrollo económico y social establecido 
en los principales documentos programáticos del Estado cubano. Esto implica 
que el elemento teleológico se va a expresar en objetivos concretos, según el 
eje de desarrollo que se quiera potenciar a través del estímulo administrativo 
de esas actividades.

Con todo eso, la orientación hacia los fines de desarrollo económico no es un 
componente abstracto de la norma, sino que, a través de técnicas de limitación 

132	 Vid. Villar Ezcurra, José Luis, Derecho Administrativo Especial, p. 100.



REVISTA CUBANA DE DERECHO   555

El concepto de la actividad administrativa de promoción. Análisis de su proyección en el ordenamiento 
jurídico cubano

(fundamentalmente autorizaciones administrativas)133 contenidas en la propia 
norma, se regulan los controles previos a que deben someterse los presuntos 
destinatarios si quieren ser acreedores de los beneficios otorgados a través de 
las técnicas de promoción. 

Al respecto pueden citarse, por ejemplo, la Resolución Conjunta No. 1/2022134 
del Ministro de Comercio Exterior y la Inversión Extranjera, y el Ministro de 
Economía y Planificación, que regula las bases metodológicas para la realiza-
ción de los estudios previos necesarios para la aprobación de los proyectos 
de inversión, o la Resolución No. 63/2021 del Ministro de Economía y Planifi-
cación135 que establece el procedimiento para, entre otras cosas, la creación 
de las mipymes y otros sujetos, cuya autorización es potestad del Ministerio de 
Economía y Planificación.

Desde esa perspectiva, estos y otros controles, que tienen varios elementos 
reglados en su configuración jurídica, permiten articular de forma coherente 
la actividad de limitación con la actividad administrativa de promoción, a fin 
de orientar las actividades de los sujetos beneficiarios al cumplimiento de fi-
nes públicos concretos que tributan a los objetivos de desarrollo económico y 
social del Estado. 

Así se reduce la discrecionalidad administrativa, de forma que se propende a 
una mayor eficacia y eficiencia en la implementación de las técnicas de la acti-
vidad administrativa de promoción para la satisfacción de intereses colectivos. 
En esa línea, tales controles son básicos no sólo para la orientación teleológica 
de las actividades promocionadas, sino que contribuyen a la previsibilidad de 
las decisiones administrativas en ese sentido, dotando con ello, a priori, de un 
alto grado de seguridad jurídica al régimen jurídico de la actividad administra-
tiva de promoción y sus técnicas.

133	 Sobre la autorización administrativa y su distinción con otras figuras similares, vid. Cassagne, 
Juan Carlos, La intervención…, cit., pp. 78-80.

134	 Publicada en la Gaceta Oficial  de la República de Cuba, edición Ordinaria No. 95, de 5 de sep-
tiembre de 2022.

135	 Publicado en la Gaceta Oficial  de la República de Cuba, edición Ordinaria No. 19, de agos-
to de 2021. 
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5. CONCLUSIONES

Tomando en consideración lo expuesto, se plantean las ideas conclusivas si-
guientes: en primer lugar, está claro que no hay unanimidad en la doctrina en 
cuanto a la definición de la actividad administrativa de promoción, lo cual está 
ligado a cuestiones principales. Por un lado, el régimen jurídico de las técnicas 
que se pueden integrar en dicha forma de la actividad administrativa depende 
de cada Estado y, en segundo orden, la gran influencia que sobre los estudios de 
la noción de la actividad administrativa de promoción tienen las líneas doctri-
nales más asentadas en la historia jurídica de cada Estado. Por ello es lógico 
que en los ordenamientos jurídicos iberoamericanos, como es el caso de Cuba, 
esta sea una forma de la actividad administrativa cuyo estudio se realiza de 
forma mayoritariamente independiente a otras formas como la policía y los 
servicios públicos.

En segundo orden, se concluye que su noción como fenómeno jurídico-admi-
nistrativo está conformada por cuatro elementos fundamentales: un elemento 
subjetivo, distinguido por la Administración pública como sujeto principal de 
la actividad y los sujetos particulares, y otros entes públicos como beneficia-
rios; un elemento objetivo, integrado por el contenido de la actividad desde 
un plano tanto cuantitativo (las técnicas) como cualitativo (contenido y rasgos 
de tales técnicas); un elemento estructural, conformado por el nexo entre el 
beneficio que se otorga y la actividad que motivó su entrega, operando de dis-
tintas formas y con distintas dinámicas atendiendo a si la actividad a promover 
ya fue realizada, se está realizando, o se va a realizar; y un elemento teleológi-
co, compuesto por el interés público concreto que es causa eficiente y final de 
la actuación administrativa en cuanto a su satisfacción indirecta mediante la 
utilización de técnicas de la actividad administrativa de promoción.

Como segunda idea conclusiva se plantea que el concepto de la actividad ad-
ministrativa de promoción y sus elementos componentes deben ser el criterio 
de identificación136 de las técnicas de la actividad administrativa de promo-
ción que se regulan en el ordenamiento jurídico cubano; por tanto, es el eje 
que permitirá armonizar la formulación de las políticas públicas específicas y 

136	 Entendiendo tal criterio de identificación en el mismo sentido que Guastini entiende a la 
Regla de Reconocimiento. Esto es, como un criterio conceptual para identificar extensional-
mente, en este caso, a las técnicas que integran la actividad administrativa de promoción. En 
ese sentido, vid. Guastini, Riccardo, “Reconocimiento”, Revista Cubana de Derecho, Vol. 3, No. 1, 
enero-junio 2023, p. 13.
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sectoriales de promoción con el perfeccionamiento del régimen jurídico de la 
actividad administrativa de promoción y sus principales técnicas en Cuba.
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